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1. EL ALCANCE DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONVENCIÓN Y LA REALIDAD ESPAÑOLA. CARENCIAS Y PROPUESTAS. OBJETIVOS Y METODOLOGÍA




    El Centro de Investigación sobre Autonomía Personal (CIAP), fruto del acuerdo de colaboración entre la Universidad Nacional de Educación a Distancia y el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), propone, dentro del marco de la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, un trabajo de investigación que lleva por título “El alcance del artículo 19 de la Convención y la realidad española. Correspondencia y carencias”, cuyo objetivo general es conocer su alcance y propuestas para avanzar en el grado de cumplimiento del derecho a la inclusión en la sociedad española.




    Para alcanzar tanto la finalidad general como las específicas detalladas en la memoria del proyecto de investigación, en este capítulo se va a analizar la opinión de lo que hemos dado en llamar “informantes clave”, que no son otros que algunos de los máximos líderes de las organizaciones encuadradas en el CERMI y que conforman la totalidad de la Comisión para el seguimiento de la Ley 39/2006 del CERMI.




    Las asociaciones participantes son: Confederación Española de Personas con Discapacidad Física y Orgánica (COCEMFE), Confederación Española de Familias de Personas Sordas (FIAPAS), Confederación Andaluza de Organizaciones a Favor de las Personas con Discapacidad Intelectual (FEAPS ANDALUCÍA), Asociación Empresarial para la Discapacidad (AEDIS), Confederación Autismo-España (AE), Confederación Española de Agrupaciones de Familiares y Personas con Enfermedad Mental (FEAFES), Confederación Estatal de Personas Sordas (CNSE), Federación Española de Síndrome de Down (DOWN ESPAÑA), Federación Española de Autismo (FESPAU), ONCE, Fundación ONCE, Plataforma Representativa Estatal de Grandes Discapacitados Físicos (PREDIF), Confederación Española de Asociaciones de Atención a las Personas con Parálisis Cerebral (ASPACE), Federación Española de Enfermedades Raras (FEDER), CERMI Galicia, FEAFES Galicia, CERMI Madrid y la Confederación Española de Organizaciones en Favor de las Personas con Discapacidad Intelectual (FEAPS).




    La base metodológica de este trabajo de investigación es una investigación cualitativa, cuya herramienta básica son doce entrevistas en profundidad realizadas, como ya se señaló con anterioridad, a la totalidad de los miembros y/o a quienes ellos señalaran como interlocutores válidos de la Comisión para el seguimiento de la Ley 39/2006 del CERMI. Dichas entrevistas han sido grabadas con medios audiovisuales (con el resultado de 6 horas de grabación en total) y en ellas se han planteado tres preguntas abiertas:




    

      	Juicio crítico: El alcance del artículo 19 de la Convención y la realidad española. Correspondencia y carencias.




      	Propuestas para avanzar en el grado de cumplimiento del derecho a la inclusión en la comunidad en España.




      	Otras sugerencias que quisiéramos plantear.


    




    El resultado de las mismas se irá desarrollando a través de epígrafes y subepígrafes a lo largo de este capítulo, así como en sus conclusiones.




    
2. CONSIDERACIONES PRELIMINARES




    La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad fue aprobada el 13 de diciembre de 2006. El Gobierno de España ha firmado y ratificado esta Convención y su Protocolo facultativo, y, desde el 3 de mayo de 2008 este cuerpo normativo internacional forma parte del ordenamiento jurídico español.




    Previa a la ratificación de dicha Convención, en España contamos con una ingente cantidad de normas dedicadas al mundo de la discapacidad, tanto estatales como autonómicas y locales, que regulan los múltiples aspectos que tienen relación con la discapacidad y que vienen inspiradas en los derechos fundamentales que proclama la Constitución española.




    La aprobación de Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad encuentra su fundamento en el artículo 4 de la Convención, en virtud del cual los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para asegurar el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad.




    Recogidas en el preámbulo de la Ley 26/2011 se señalan que: “La presente Ley, por tanto, ahonda en el modelo social de la discapacidad, cuyo precedente inmediato sería la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, pero da un decidido impulso reformador en el sentido de salvaguardar los derechos de tales personas con el objetivo de favorecer la toma de decisiones en todos los aspectos de su vida, tanto personal como colectiva, avanzar hacia la autonomía personal desinstitucionalizada y garantizar la no discriminación en una sociedad plenamente inclusiva”.




    “El objetivo de esta Ley es imprimir un nuevo impulso para alcanzar el objetivo de adecuación que concreta la regulación en materia de discapacidad a las directrices marcadas por la Convención, recogiéndose las pertinentes adaptaciones en su articulado”.




    Para ello, se modifican distintos artículos de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, destacando el ajuste de la definición legal de “persona con discapacidad” a la contenida en la Convención. También se incorpora un nuevo supuesto de sanción accesoria en la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.




    En materia de sanidad, se modifican diversas leyes de modo que se incluye la discapacidad como nueva causa de no discriminación de la persona en su relación con las distintas administraciones públicas sanitarias, y se regula el derecho a la información en formatos adecuados que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad, así como la prestación del consentimiento en diversos campos sanitarios.




    En relación con la accesibilidad, como elemento clave e indispensable para la plena efectividad de los derechos de las personas con discapacidad, destaca la modificación de la Ley de Propiedad Horizontal.




    En materia de empleo, se aumenta, en las ofertas de empleo público, el cupo de reserva de las vacantes para ser cubiertas por personas con discapacidad al siete por ciento contenido en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público y se crea, por vez primera con rango legal, una cuota concreta para personas con discapacidad intelectual.




    Además, se regulan protocolos de actuación específicos en materia de protección civil para las personas con discapacidad, y en el ámbito de la cooperación internacional se incluye la discapacidad de un modo expreso y diferenciado.




    Por último, en el marco de la Estrategia Global de Acción para el Empleo de Personas con discapacidad 2008-2012 se incentiva el cumplimiento del Objetivo 4 de promover una mayor contratación de personas con discapacidad en el mercado de trabajo ordinario, ordenando al Gobierno la revisión de la normativa legal y reglamentaria y la adopción de medidas para asegurar el cumplimiento de la cuota de reserva del dos por ciento de los puestos de trabajo para personas con discapacidad en las empresas de más de 50 trabajadores.




    Esta norma ha sido informada favorablemente por el Consejo Nacional de la Discapacidad, en el que participan las organizaciones representativas de personas con discapacidad y de sus familias.




    Según el Artículo 1:




    “El propósito de esta Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan discapacidades físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”




    En este punto quisiera destacar que, cuando hablamos de personas con discapacidad, puede parecer que hablamos de alguien ajeno a nosotros, y tendríamos que resaltar que hablamos de un 9% de la población que se va incrementando de forma constante como consecuencia de la edad, la siniestralidad laboral, del tráfico, los adelantos clínicos y un largo etcétera. Deberíamos pensar que personas con discapacidad podemos llegar a ser todos y que no son “situaciones duras” que afectan a algunas familias, sino circunstancias habituales que nos afectan y/o pueden afectar a todos los que formamos parte de esta sociedad. Por este motivo, esta Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad no sólo es para unos cuantos, es una Convención para todos nosotros.




    Este trabajo se va a centrar en el artículo 191 de dicha Convención cuyo título es: “Derecho a vivir con independencia y a formar parte de la comunidad”, y que se desarrolla en los apartados de dicho artículo.




    
3. EL DERECHO A SER CATALOGADO COMO PERSONA Y NO SÓLO COMO PERSONA CON DISCAPACIDAD. DERECHO A VIVIR CON INDEPENDENCIA Y FORMAR PARTE DE LA COMUNIDAD




    Todos los seres humanos tenemos los mismos derechos y deberes pero somos diferentes, esas diferencias hacen de cada uno de nosotros una “nota” en la gran partitura que conforma la “sociedad”. En palabras de Durkheim los seres humanos estamos dotados de una conciencia individual que él denomina el universo privado de cada persona, es decir, sus rasgos caracteriales o temperamentales, su herencia, sus experiencias personales, que hacen de ella un ser único y singular, es también la autonomía personal relativa de que goza cada individuo en el uso y adaptación que puede hacer de las maneras colectivas de obrar, de pensar y de sentir.




    “Sin ser conscientes de ello, nuestra conducta se inspira casi constantemente en unas normas que cumplen el oficio de modelos, nuestro corte de pelo, nuestro modo de vestir, el lenguaje que empleamos, nuestros gustos culinarios o estéticos. La manera de expresar nuestra alegría, nuestro dolor o nuestra cólera, y hasta frecuentemente nuestros pensamientos más íntimos; todo esto nos ha sido propuesto y enseñado por los medios o ambientes en que hemos crecido o en los que evolucionamos actualmente. A este respecto, casi nada es fruto de nuestra personal invención, aun cuando hayamos asimilado como propias todas esas costumbres. Se trata de “maneras de obrar” que incorporamos a nuestra conducta para prestar a nuestra acción las orientaciones más apropiadas en la civilización, en los medios, en los grupos en cuyo seno estamos llamados a vivir”2.




    La acción social3 es para la sociología y otras ciencias sociales el objeto de su investigación, y entendemos que la acción social se refiere: al tiempo (una acción viene determinada por un momentos histórico concreto: su marco histórico), al espacio (enmarcada en un determinado lugar), a la educación (diferentes niveles de formación condicionan a la persona) y a la cultura (grado de desarrollo de una determinada colectividad). Estas acciones responden a un determinado momento o época histórica, y dentro de la misma etapa histórica, a sociedades claramente diferenciadas. Vienen determinadas, además, por ciertas categorías que acompañan la vida social: unas son externas (el hábitat, la economía, el derecho, la política) y otras internas (como la ética y la religión).




    Del mismo modo, y siguiendo a Durkheim, los “hechos sociales” no pueden explicarse desde lo individual. Lo que él denomina “conciencia colectiva” es algo más, y distinto de la simple suma de las conciencias individuales. Un hecho social queda explicado cuando se comprende la función que cumple de cara a la cohesión del grupo.




    La sociedad ante la situación de las personas con discapacidad




    [image: ]




    Se han dado grandes pasos en materia de discapacidad en España. Estos son reconocidos tanto por los afectados como por sus representantes y familiares, pero todavía queda mucho por hacer para alcanzar la plena inclusión social de las personas con discapacidad.




    En el congreso europeo sobre discapacidad conocido como la Declaración de Madrid sobre “No discriminación, más acción positiva es igual a la inclusión social”, celebrado en Madrid entre el 20 y 23 de marzo de 2002, en su preámbulo se señala: “Las personas con discapacidad son titulares de los mismos derechos fundamentales que el resto de los ciudadanos; que las personas con discapacidad desean la igualdad de oportunidades y no la caridad; que las barreras sociales llevan a la discriminación y a la exclusión social; que las personas con discapacidad son ciudadanos invisibles, que conforman un grupo diverso y que la no discriminación más la acción positiva llevan a la inclusión social”.




    Acción positiva que, junto a una información veraz e inclusiva que de forma adecuada presente la heterogeneidad del colectivo y sus diversas necesidades, hará, como se explicita en el esquema 1, que no se dé paso a la estigmatización y como consecuencia al rechazo, exclusión, y como resultado se margine a las personas con discapacidad. Como señala Durkheim, los hechos sociales no pueden explicarse desde lo individual. Sólo los podremos explicar desde lo que él denomina “conciencia colectiva”. La carta de Derechos Fundamentales reconoce que para lograr la igualdad de las personas con discapacidad, el derecho a no ser discriminado debe ser complementado con el derecho a recibir apoyo y asistencia.




    Desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 10 de diciembre de 1948, y tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los Países miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera “distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin distinción fundada en la condición política de los países o de los territorios”. Como se refiere en su preámbulo




    “Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana y considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias”.




    Señala a su vez que: “... como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción”.




    Pues bien, puede parecer mentira que “casi” un siglo después sigamos dotándonos de leyes, declaraciones y normativas que implementen estos derechos, debería parecer increíble que un marchamo como es la “discapacidad” pueda hacer a estas alturas de la historia que los derechos de los seres humanos todavía se estén planteando.




    Ya no es cuestión de normas sino de su aplicación. Nadie en su sano juicio podría justificar la negación de tratamiento clínico de cualquier patología en un enfermo por cuestiones económicas y/o de incomprensión de los que no sufren esa enfermedad. ¿Quién se puede plantear la negación de acceso al ocio, cultura, educación, trabajo, vivienda, sanidad… de los individuos que conforman las sociedades llamadas occidentales? ¿Qué ciudadano puede justificar que unos padres no reclamen el derecho de sus hijos a vivir dignamente, que sus propios hijos y padres puedan ser atendidos en caso de enfermedad o necesidad “imperiosa”? En suma, ¿qué ciudadano de las llamadas sociedades occidentales puede permitir y/o justificar la negación de los “derechos ciudadanos” ganados y pagados con sus impuestos?




    ¿Hacen falta Declaraciones Universales y Convenciones? La contestación parece clara y es afirmativa. Los derechos que éstas proclaman evidentemente son derechos que no se cumplen y por lo tanto sirven como “llamadas de atención”, como “recordatorios”.




    Si queremos evitar la marginación y potenciar la inclusión de todos los ciudadanos en una sociedad como la que proclama nuestra Constitución es necesario legislar, pero es todavía más importante dotar de los recursos necesarios para hacer efectiva esa legislación, dado que si no fuera así, lo que se está produciendo es la marginación cuando no la automarginación de la sociedad que ostenta esos derechos. Ante estas situaciones de exclusión en las personas con discapacidad y sus familias se dan respuestas de automarginación, que quedan reflejadas en el esquema 2 que a continuación se aporta:




    La ruta de la automarginación de las personas con discapacidad y sus familias
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    Después de años trabajando en la investigación y formación de personas en materia de dependencia y discapacidad, siempre planteo una cuestión que a mi parecer es clave en estos asuntos, y que no es otra que no se atiende a “discapacitados” y/o “dependientes”; se atiende a ciudadanos con los mismos derechos que el resto de los conciudadanos que constituyen lo que hemos dado en llamar sociedad. A nadie en su sano juicio se le ocurre argumentar ni solicitar, cuando razonablemente se solicita la integración laboral en el mercado laboral ordinario, que una empresa que busca beneficios para seguir creciendo y generando empleos contrate a personas que no están cualificadas; por lo tanto, cuando se recomienda la integración laboral de personas con discapacidad no se pretende que contraten a personas no aptas para el trabajo, sino todo lo contrario, ¿a quién se le puede ocurrir solicitar una contratación de una persona que sufra sordera en un puesto de trabajo de telefonista? Lo que se solicita, y no para las personas con discapacidad sino para todos nosotros, es que se contrate “capacidad” y no discapacidad, en suma una sociedad integradora, “lo que se realice hoy en nombre de la discapacidad, tendrá un significado para todos en el mundo del mañana4”




    En la actualidad, y como ejemplo, se arguye la necesidad de potenciar la formación profesional para la necesaria adaptación de las personas a los nuevos requerimientos del mercado de trabajo, pero nadie podría justificar que esta formación se realizara para perfiles especiales “genéticos”, “étnicos” y “religiosos” o “culturales”.




    Desde la Universidad, y para todos los que formamos parte de ésta, la continua formación y especialización son los instrumentos básicos para la supervivencia de la misma: necesitamos no sólo reciclarnos, también generar y adaptarnos de forma constante a los adelantos del conocimiento. Lo mismo ocurre con el resto de la sociedad, nosotros somos al final meros instrumentos de actualización y empuje social. Mi deseo fundamental es que este trabajo de investigación sirva como instrumento de reflexión e información.




    
4. ABORDAJE JURÍDICO SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD




    Se están realizando numerosos esfuerzos por armonizar los derechos sociales de las personas pertenecientes a los colectivos más desfavorecidos. Son tareas que se ven claramente reflejadas en la vida cotidiana: transportes públicos adaptados; una Administración al alcance de todos sean cuales fueren sus condiciones físicas, psíquicas o sensoriales; obligatoriedad de adaptación a dichas circunstancias en las nuevas edificaciones, lucha por la no-discriminación laboral de las personas con discapacidad, etcétera.




    Nuestra Carta Magna, así como las diferentes aportaciones legislativas que nuestro país ha desarrollado en materia de discapacidad y dependencia y la ratificación de las diferentes Convenciones Internacionales sobre derechos humanos y discapacidad, hace que dispongamos de un conjunto legislativo importante en dicha materia. No obstante una cuestión es contar con ello y otra bien diferente es su aplicación y puesta en marcha. Un ejemplo de ello podría ser la dificultad que estamos encontrando para la adecuada puesta en marcha de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y atención a las personas en situación de Dependencia, es decir, contamos con medidas legales pero dificultades competenciales y presupuestarias en su aplicación, como algunos de los representantes de las personas con discapacidad refieren, “una cosa es querer y otra bien diferente es poder”.




    Desde los diferentes foros sobre discapacidad, habitualmente se congratulan con los cambios y el nuevo reconocimiento que sobre la discapacidad se hace, pero se sigue esperando que las respuestas pasen de ser una maravillosa promesa a una realidad.




    La necesidad de un abordaje jurídico social de la discapacidad cada día se hace más patente. Elaborar leyes no es suficiente. Seguir su aplicación, evaluarlas y asesorar a quien legisla y las aplica es una de las tareas que desde este capítulo vamos a defender.




    Como debería traslucirse de estas páginas, la voluntad de intervención en materia de discapacidad por parte del legislador en la actualidad es incuestionable. Existe una clara voluntad por integrar, cumplir y hacer cumplir las leyes que para tal fin se aprueban. Otra cosa bien diferente es que la aplicación de esta voluntad cumpla con las necesidades reales de la población a la que va dirigida, tal vez, y es importante que se resalte, no se cuenta con la población a la que se dirigen las medidas, y cuando sí se hace, los cambios que estos proponen conllevan arduas negociaciones en las que por el camino se abandonan algunas medidas que por su importancia no deberían dejarse de lado. Prioridades, oportunidad, coyuntura política, presupuestos y un largo etcétera suelen ser los argumentos que se esgrimen.




    Los conceptos de prioridad, oportunidad, circunstancias favorables, momento económico, situación política favorable, y un largo etcétera, importunan la adecuada puesta en marcha de medidas necesariamente globalizadoras de las necesidades de quien se quiere atender. Está claro que toda aplicación legislativa en materia de política social conlleva un gasto público, legislar sin contar previamente con la carga impositiva o recursos económicos necesarios es “un canto al sol”. Puede parecer que la visión del legislador no cumple la necesaria acción globalizadora y se dirija al más amplio espectro de la población y no al total de la misma. Esto parece desprenderse de las poco afortunadas medidas compensatorias entre población rural y urbana, y las derivadas de la necesaria supervisión y evaluación de resultados e inversión entre las diferentes Comunidades Autónomas de nuestro país.




    Se legisla, se favorece la integración, se desea atender a todos, pero no se ve a la totalidad de los ciudadanos y mucho menos a la totalidad de las necesidades que estos ciudadanos plantean.




    Tal vez si contaran con ellos, tal vez si contaran con los que más cerca están de ellos, los que recogen y reconocen sus necesidades, sus circunstancias vitales y sus singularidades, las medidas que se tomarían irían dirigidas a todas las personas desde la perspectiva de la integración, pero valorando las capacidades y la necesaria atención individualizada de cada uno de ellos. Globalización sí, pero desde la perspectiva de atención integral de todos, tomando en cuenta que entre lo global está lo particular, lo individual, la diferencia, lo que hace que esta sociedad no sea monocorde sino atractivamente compleja y diferente.




    
5. EL ALCANCE DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONVENCIÓN Y LA REALIDAD ESPAÑOLA. CARENCIAS




    Entre las personas que participan en este trabajo de investigación (algunos de los máximos líderes de las organizaciones encuadradas en el CERMI y que conforman la totalidad de la Comisión para el seguimiento de la Ley 39/2006 del CERMI), la opinión generalizada es de aceptación, ilusión y esperanza en la aplicación real y efectiva de las medidas propuestas en la Convención y, en este caso concreto de análisis, de las medidas que hagan posible el cumplimiento real de lo expuesto en el artículo 19 de la misma, sin que por ello persistan serias dudas en su eficaz e inmediata puesta en marcha.




    España ratificó la Convención y su Protocolo Facultativo el 21 de abril de 2008, y entró en vigor el 3 de mayo de ese mismo año. A partir de este momento, y conforme a lo establecido en el apartado primero del artículo 96 de la Constitución Española de 1978, forma parte del ordenamiento interno, por lo que resulta necesaria la adaptación y modificación de diversas normas para hacer efectivos los derechos que la Convención recoge.




    El objetivo de esta Ley5 es imprimir este nuevo impulso, para alcanzar el objetivo de adecuación concreta de la regulación en materia de discapacidad, a las directrices marcadas por la Convención, recogiéndose las pertinentes adaptaciones en su articulado.




    La modificación normativa objeto de la presente Ley encuentra su fundamento en el artículo 4 de la Convención, en virtud del cual los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para asegurar el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad.




    Un factor clave para comenzar a desarrollar la opinión de los “informantes clave”, participantes en esta investigación, es la necesidad de plantear desde el principio un tema crucial en la comprensión de la discapacidad y de las personas con discapacidad que es la heterogeneidad de las mismas.




    
5.1. Heterogeneidad




    Cuando hablamos de discapacidad, deberíamos pensar que es una condición que podemos llegar a tener todos. Factores biológicos, psicológicos y sociales nos pueden afectar y, como consecuencia, acercarnos a la discapacidad.




    Vemos la discapacidad como un gran “almacén” donde se puede incorporar cualquier patología que conlleve una o varias discapacidades, sean estas de índole físico, psíquico o sensorial. Podría definirse como una visión desde lo global y no de lo particular; es mirar a las personas y no a la persona, es mirar sin querer ver. 




    Si las generalizaciones se dice que son “odiosas”, generalizar con los seres humanos lo es mucho más, incluso estas generalizaciones son ofensas, insultos, mentiras interesadas en algunos casos, verdaderos actos de violencia sobre quien no se conoce y tal vez no se quiera conocer.




    “Las personas con discapacidad son sujetos, ciudadanos titulares de derechos, participativos y responsables, que asumen la dirección total y completa de su vida personal y social. En los últimos tiempos se ha superado la forma de entender la discapacidad como un modelo médico, en el que a los aspectos puramente sanitarios y asistencialistas se unían consideraciones de tipo caritativo, a un modelo basado en el concepto de derechos humanos, donde el acento está en la igualdad de oportunidades y en la no discriminación, la persona con discapacidad como titular de derechos6”.




    Como en todos los ámbitos de la sociedad, las personas con discapacidad son personas con necesidades complejas de dependencia, y es en este punto donde querría señalar que una cosa diferente es la discapacidad y otra la dependencia. Todas y cada una de las personas en situación de dependencia son personas con discapacidad, pero no todas las personas con discapacidad se encuentran en situación de dependencia.




    Los seres humanos y sus necesidades son diferentes, y una constante de naturaleza variada. Las formas de abordar las soluciones a estas necesidades han cambiado con el tiempo, son distintas entre unas sociedades y otras, y, aún dentro de una misma sociedad, diferirán en los tipos de respuesta dependiendo de la naturaleza de las necesidades a las que se haga frente.




    La satisfacción de las necesidades7 y la asignación de recursos poseen en las sociedades industriales una estructura triangular que distribuye los bienes sociales entre el Estado, el mercado y los grupos primarios, cuya específica combinación en cada momento define las distintas políticas sociales, tal como se reconoce en el Manifiesto de Tenerife8.




    “Promovamos la vida independiente. Acabemos con la discriminación hacia las personas con discapacidad. Las necesidades de las personas con discapacidad deben tenerse en cuenta en todas las actividades del sector público, tales como la planificación de infraestructuras, la educación, el transporte, las medidas de empleo y otros servicios, a través del Diseño para Todos o Universal y el Diseño inclusivo. La aplicación y diseño de los servicios debe seguir los principios de vida independiente y centrarse en las necesidades individuales de cada persona.”




    En el preámbulo de la Declaración de Madrid del año 2002, se señala:




    “Las personas con discapacidad son titulares de los mismos derechos fundamentales que el resto de los ciudadanos. El primer artículo de la declaración universal de los derechos humanos declara que todos los seres humanos son libres e iguales en dignidad y derechos. Al fin de alcanzar esta meta, todas las comunidades deben celebrar la diversidad en el seno de sí mismas, y deben asegurar que las personas con discapacidad puedan disfrutar de las distintas clases de derechos humanos: civiles, políticos, económicos y culturales reconocidos por las distintas Convenciones internacionales, el Tratado de la Unión Europea y en las constituciones nacionales.”




    Del mismo modo en su punto cinco se señala:




    “Como en todos los ámbitos de la sociedad, las personas con discapacidad forman un grupo muy variado de personas. Únicamente funcionarán aquellas políticas que respeten esta diversidad. En particular, son personas con necesidades complejas de dependencia y sus familias las que requieren de acciones particulares por parte de las sociedades, ya que a menudo son los más olvidados entre las personas con discapacidad. De igual forma, las mujeres con discapacidad, así como las personas con discapacidad pertenecientes a minorías étnicas, se enfrentan a menudo con múltiples discriminaciones, resultantes de la interacción de la discriminación causada por su discapacidad y de la discriminación resultante de su género u origen étnico.”




    
5.2. Restaurar la visibilidad y dar la voz a los actores principales




    “Si los medios de comunicación, todos, pero fundamentalmente los audiovisuales, quieren parecerse a la sociedad a la que se dirigen tienen que mostrar la realidad de la discapacidad, con normalidad y naturalidad. Si escamotean, opacan o distorsionan a estas personas no estarán dando una imagen fiel del mundo que nos ha tocado vivir. Si aspiran a ser informativamente responsables, han de contar con la discapacidad9”.




    Es difícil reconocer una necesidad si no se ve. Es difícil adaptar recursos a las necesidades si no se les da la palabra a las personas a las que irían dirigidos estos recursos para que puedan exponer qué es lo que necesitan. Puede parecer que si escondemos una realidad, ésta deja de existir.




    Tenemos una imagen única para las personas con discapacidad, puesto que todo lo que no se ve y no aparece en los medios de comunicación no existe. Ésta va asociada a nuestra imaginación y desconocimiento. Realmente no sabemos cómo son, cómo sienten, qué opinan, qué necesitan. Vemos la discapacidad como un gran “almacén” donde se puede incorporar cualquier patología que conlleve una o varias deficiencias, sean estas de índole físico, psíquico o sensorial, esto que podría definirse como una visión desde lo global y no de lo particular. Es mirar a las personas y no a la persona, es mirar sin querer ver. Vemos a personas con discapacidad en los medios de comunicación con más asiduidad últimamente (dadas las reivindicaciones que se están produciendo sobre todo en función de la movilidad), e incluso en el siglo XXI y después de años de democracia, como un hecho puntual, se han adaptado las estancias del Congreso de los Diputados para que el único diputado que va en silla de ruedas, representante de otros ciudadanos con problemas igualmente de accesibilidad, pueda acceder al mismo.




    Suprimir las barreras a las que sometemos al colectivo humano con discapacidad es uno de los grandes retos de nuestras sociedades democráticas.




    Tal vez por mi experiencia personal y profesional10, y después de varios trabajos de investigación en materia de género, violencia y discapacidad, tomaré como ejemplo para este apartado a la mujer con discapacidad, aclarando que suprimir barreras y aportar visibilidad a las mujeres con discapacidad significa aportar visibilidad para el conjunto de las personas con discapacidad. Suprimir las barreras de las mujeres con discapacidad es doblemente necesario. Estas mujeres sufren doble discriminación, tanto por su discapacidad como por ser mujer. Incluso dentro del colectivo de personas con discapacidad, la mujer, en relación con el hombre, sufre, en mayores porcentajes que en los colectivos sin discapacidad, discriminación de género. Constatamos a diario que la mujer está todavía hoy sometida a discriminación. Entre las personas con discapacidad la discriminación se hace más evidente: mayores dificultades para acceder al mercado laboral, mayor incidencia de acoso sexual, malos tratos y violencia social. Violencia social que se traduce no sólo en barreras arquitectónicas, sino en las derivadas de la actitud de la sociedad, que con sus normas y modas estéticas (cambiantes cíclicamente) se las aísla negándoles el acceso normalizado a la cultura, al ocio compartido y a la interacción personal. Conducta social que llega a ser en ocasiones inmoral y siempre insolidaria. Una noticia hace un tiempo alarmaba a la sociedad: una mujer joven con discapacidad era retirada de la primera fila de un evento musical por no “quedar bien” en pantalla.




    Con el fin de aclarar la referencia a las barreras morales y estéticas a las que antes hacía mención, comenzaré por definir lo que se entiende por moral. La Real Academia española define moral, como: “Adjetivo. Perteneciente o relativo a las acciones o caracteres de las personas, desde el punto de vista de la bondad o malicia, y que no pertenece al campo de los sentidos, por ser apreciación del entendimiento o de la conciencia”.




    Con el colectivo de personas con discapacidad se ha utilizado y se sigue utilizando la aplicación de una moral de evitación, me explico: evitémosles el mal, la sensación de que se les ve diferentes y extraños. Esa sensación de que son diferentes al resto de los ciudadanos queda reflejada no en la evidencia de que todos los seres humanos somos diferentes unos a otros, “ellos son mucho más diferentes”, les hacemos ver que están indefensos en este mundo y que como consecuencia de esta indefensión, mejor se quedan en casa encerrados, alejados de los ojos de los demás. De esta forma evitaremos que sufran las consecuencias de la falta de entendimiento del resto de los ciudadanos para con ellos y su discapacidad.




    Con esto actuamos moralmente de la misma forma que la Real Academia española en una de sus acepciones sobre “moralmente” que define como: “Según el juicio general y el común sentir de los hombres”.




    ¿Actuamos moralmente con las personas con discapacidad? ¿Basamos esta moral en la igualdad entre todos los seres humanos? Intentando contestar a estas dos preguntas, conviene señalar que, en relación con la primera interrogante, actuamos con una doble moral. Por un lado apreciamos, sentimos, nos hacemos eco de las necesidades de las personas con discapacidad y, por otro, los vemos diferentes, con menos posibilidades, decimos “pobrecitos”, con lo cual los acercamos al abismo de la diferencia. Somos conscientes de su situación, los vemos diferentes, y consecuentemente les colocamos en desiguales circunstancias y situaciones que al resto de los ciudadanos y ciudadanas. Esto indica que aplicamos una moral de diferencia, amoralidad al fin y al cabo, que hace que estos ciudadanos se sientan y los sintamos diferentes –lo que contesta a mi segundo interrogante–, no basamos nuestra moral para con las personas con discapacidad en la igualdad, sino, por el contrario, en la diferencia.




    En el ejemplo que ponía con anterioridad en relación a apartar a una joven con discapacidad de la primera fila por no dar una favorable imagen de lo que se quería vender, nos encontramos con el factor estético. Vemos en la actualidad en todos los medios de comunicación y vallas publicitarias cuerpos jóvenes medio desnudos o en situaciones provocativas. ¿Alguien vio a una mujer u hombre con discapacidad vendiendo algo? De la misma forma es difícil ver en esos anuncios a personas –llamémoslas “normales”–, es decir, en la media de los patrones de altura y peso habitual, y qué decir de personas que tienen alguna discapacidad. En España tenemos cerca de 4.000.000 de personas con discapacidad y, por las tasas de siniestralidad laboral de tráfico actuales, adelantos clínicos, etc., es de predecir que aumentarán rápidamente. Otra de las razones es que, posiblemente, no se vea a las personas con discapacidad como potenciales consumidoras.




    De la misma forma que se denuncia esta apariencia estética actual por producir miles de patologías relacionadas con ella –como son la anorexia, bulimia, necesidad imperiosa por operaciones estéticas, etc.–, deberíamos incorporar a esta situación los violentos y múltiples ataques que se producen a quienes no podrán jamás acercarse a dichos patrones de “belleza”. Se utiliza el cuerpo humano como patrón de belleza, y a su vez se obvia los aspectos intelectuales, religiosos, morales sociales, etc. de los individuos, ni que decir de las personas con discapacidad.




    La capacidad de adaptación al medio en el que han de desenvolverse las mujeres que sufren discapacidad, solo es una muestra más de su voluntad de ser consideradas mujeres que viven en un mundo cambiante y al que quieren pertenecer. Las limitaciones que sufren por ser mujer y por su discapacidad son percibidas por ellas como violencia, puesto que en este caso es entendida como todo límite o barrera que interfiere su desarrollo. Hay que tener en cuenta que todas las discapacidades no son iguales, que existen distintos grados y que cada una ha tenido un entorno familiar y social diferente que ha hecho de ellas lo que son. Una familia sobreprotectora, en algunos casos puede hacerles olvidar su disfunción, pero a la vez no les prepara para enfrentarse a la situación que van a tener que afrontar cuando deban relacionarse con un entorno hostil en el que incluso pueden llegar a sentir que son un estorbo.




    La sociedad no está preparada para aceptar a los que son diferentes, y toda la estructura que ésta lleva aparejada para el desarrollo de las actividades diarias que facilitan la vida a la mayoría, ignora por completo sus limitaciones. La falta de libertad, tanto en sus movimientos como en la toma de decisiones que les afectan como individuos, es un acto de violencia. En palabras de algunas de las mujeres con discapacidad que he tenido el honor de entrevistar ante esta situación argumentan que:




    “Violencia es limitarnos el derecho a desarrollarnos plenamente como personas en el seno de la sociedad, reduciéndonos la posibilidad de relacionarnos con los demás, de vivir nuevas experiencias y de formarnos como personas en toda la extensión de la palabra.


    ”Violencia es tener que quedarnos metidas en nuestras casas por no tener una ayuda suficiente que nos permita desplazarnos todos los días de un lugar a otro, como lo hacen las personas denominadas normales. Violencia, también, es hacinarnos en guetos macroresidencias”.




    El sentido común y las razones que se dan en relación con la batalla para alcanzar mayor cuota de poder por parte de las mujeres indican el esfuerzo que se debe realizar para obtener el plano de igualdad entre hombres y mujeres. Las mismas razones se pueden argüir para su consecución por razones de discapacidad. Se conocen pocas personas de relevancia que tengan alguna discapacidad. Muy pocas personas de preeminencia en el plano político y social que tengan una discapacidad son conocidas por la opinión pública. Sí las tenemos como representantes de organizaciones de estos colectivos e incluso desarrollando actividades económicas relevantes en organizaciones afines, pero no en los planos de poder y decisión política y social.




    Es difícil reconocer una necesidad si no se ve. Es difícil acomodar recursos a las necesidades si no se les da la palabra para la exposición de las mismas. Puede parecer que si escondemos una realidad, ésta deja de existir.




    El año 2003 fue el Año Internacional de la Discapacidad. Durante todo este año se celebraron múltiples eventos llenos de promesas e incluso se realizaron estudios sobre el tema. Salieron del anonimato un gran número de personas con discapacidad, surgieron propuestas e incluso se tomaron medidas para paliar la situación a la que, esta sociedad y, como consecuencia todos los que la formamos, les sometemos. Tal vez se debería solicitar a los poderes públicos que hicieran todos los años el año internacional de la discapacidad. Solicitemos a las personas con discapacidad que reivindiquen e informen en todos los foros posibles de su situación. Investiguemos cuál es su situación y sus necesidades diarias, posiblemente así se puedan paliar en gran parte las circunstancias a las que están sometidos estos colectivos. Cuando conozcamos su realidad, sabremos por lo menos cuáles son sus necesidades, y en ese momento se tendrá que decidir cómo hacerles frente.




    Con todo esto no quiero decir que no se estén tomando medidas para frenar la situación degradante a la que están sometidas las personas con discapacidad. Es cierto que se están tomando medidas para paliar en la medida de lo posible dichas situaciones, no sé si más públicas que privadas. Quiero decir, con todo lo anterior, que se realizan contadas, pocas y pequeñas medidas, y que es necesario un mayor esfuerzo, por parte de las políticas de formación y empleo, por favorecer medidas de ocio y tiempo libre. Que debemos abandonar esta inhumana urbe llena de obstáculos insalvables para con las personas con discapacidad. Que debemos descubrir en sus discapacidades nuestras múltiples discapacidades. Que el futuro y la realidad se deben construir para todos los ciudadanos y ciudadanas de este mundo y no para unos pocos o muchos de los ciudadanos, y así podríamos seguir argumentando.




    Pensamos, hablamos y nos relacionamos dentro de un contexto social determinado. Por ello, de la misma forma que ese contexto social nos puede condicionar, también lo podemos construir o utilizar según nuestros intereses e intenciones: cada uno de nosotros podemos construir nuestro mundo. A veces, algunos pretenden construir un mundo para los demás, sin dejar sitio a la elección o decisión personales11.




    
6. EMPLEO




    La integración social de las personas con discapacidad a través del empleo12 se había abordado en el pasado a través de la adopción de medidas puntuales aprobadas. En no pocas ocasiones, a través de diversas leyes de medidas fiscales, administrativas y de orden social, y por medio de planes de empleo para las personas con discapacidad, caracterizados por un corto plazo de vigencia y por medidas concretas sin proyección amplia. Es preciso superar ambas dinámicas y adoptar una nueva metodología que nos permita tener una clara visión de conjunto acerca de dónde venimos y adónde queremos llegar. En esta línea, la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, estableció en su disposición adicional duodécima que el Gobierno, previa consulta con los interlocutores sociales y con las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias, debía aprobar una Estrategia global de acción para el empleo de personas con discapacidad, que habría de contener un repertorio, con iniciativas y medidas dirigidas a promover el acceso de las personas con discapacidad al mercado de trabajo, mejorando su empleabilidad y su integración laboral. Por otra parte, con la misma intención de introducir un enfoque estratégico, la disposición final cuarta de la Ley 43/2006 dispuso que el Gobierno y las Organizaciones sindicales y empresariales más representativas, incluidas las organizaciones del sector de la discapacidad, evaluarán el funcionamiento de las medidas que configuran el conjunto de las políticas de empleo de las personas con discapacidad, con la finalidad de determinar las políticas activas de empleo que se aplicarán en el futuro.




    La estrategia global para el empleo de personas con discapacidad 2008-2012 sigue en su introducción afirmando:




    “La política de empleo de las personas con discapacidad debe ser coherente con la política general de empleo, dado que los problemas relativos al empleo de las personas con discapacidad (la insuficiente creación de empleo, el desempleo, que afecta particularmente a las mujeres, la temporalidad) no son sino los problemas que de manera general afectan a la totalidad del mercado de trabajo, si bien agravados”.




    Se define el desarrollo económico13 como “la utilización de los diversos factores económicos con miras a elevar la renta nacional, mejorar el nivel de vida general de la población de un país o de una región y favorecer el bienestar general”.




    El desarrollo económico supone el paso de una sociedad con una economía de subsistencia a otra industrial. La industrialización a su vez exige:




    

      	Una transferencia de capitales, que a su vez deben ser invertidos en el equipamiento técnico necesario para la producción industrial, así como en las comunicaciones, transportes, comercio y servicios.




      	Unas intensas y amplias inversiones económicas.




      	Transferencia de mano de obra.




      	Reclutamiento de mano de obra cualificada en relación con la instrucción y la preparación técnica.




      	El uso del crédito.


    




    También exige la implicación del poder político en la instrucción general de la población, así como en todas y cada una de las medidas que faciliten tanto los movimientos de capital como los humanos, favorecer las comunicaciones y medios de transporte, habilitar adecuados servicios de salud, etc.




    Una atractiva forma de entender la actualidad, y con esto la modernidad y la sociedad, la encontramos en Touraine, que dice: “En su forma más ambiciosa, la idea de modernidad fue la afirmación de que el hombre es lo que hace, que, por tanto, debe existir una correspondencia cada vez más estrecha entre la producción, mejorada en su eficiencia por la técnica, la tecnología o la administración y la organización de la sociedad regulada por la ley y la vida personal, animada por el interés, pero también por liberarse de todas las coacciones”. Esta cita es uno de los pilares que anima este trabajo y creo que una de las mejores formas de explicar lo que entendemos como industrialización y desarrollo económico, relacionando estos conceptos con el posiblemente más amplio de modernidad.




    Para la teoría neoclásica, las herramientas básicas para analizar los problemas relacionados con el mercado de trabajo serían: analizar la oferta y demanda de trabajo y la interacción entre ambas, con el fin de obtener el equilibrio entre nivel de empleo y salario.




    En lo referente al factor demanda, para esta teoría la demanda de trabajo es un factor más de producción. La producción marginal del trabajo depende de la tecnología y de la técnica concreta de producción utilizada, que son factores externos respecto al mercado de trabajo. La demanda de trabajo no tiene características específicas que las distinga de cualquier otro factor de producción. En ella se hace abstracción de todo lo que pueda acontecer en el interior de las empresas.




    Un ejemplo de esto se produce en lo que respecta a un factor fundamental como es la tecnología. La tecnología no se desarrolla de forma lineal; siempre existe una gama de posibilidades o alternativas, delimitadas en el tiempo y aceptadas y/o por decisiones sociales de los que tienen el poder de elegir, “elecciones que reflejan sus intenciones, ideología posición social y relaciones con los demás personas de la sociedad”.




    En relación con la oferta de trabajo, la teoría neoclásica14 “la enmarca en el contexto de la teoría de la elección del consumidor en lo que se refiere a la asignación de su tiempo. Para ello, parte del supuesto de que la decisión del trabajador de si trabaja o no, y cuánto, es una elección entre el ocio que le reporte no trabajar y la renta que consigue trabajando. Es decir, el trabajo es considerado únicamente como un medio para obtener un fin (renta), pero es intrínsecamente un mal”.




    Respecto a esta teoría y su relación con la integración de la discapacidad en el mercado laboral, deberíamos señalar que para las personas con discapacidad el factor trabajo no es sólo, y en muchos casos, una forma de alcanzar un fin como es la renta, es una forma de sentirse integrados, capaces y válidos en una sociedad que les invalida para el desarrollo de actividades productivas, que enriquece a la sociedad donde viven y les facilite a ellos mismos la capacidad de ser independientes en una sociedad interdependiente y en la que se necesita un cierto nivel de ingresos para mantener su vida y no sentirse marginados con respecto a los demás ciudadanos con los que comparten vida, factores éstos que escapan a lo que con anterioridad hacíamos mención, que era referencial para la teoría neoclásica.




    Del mismo modo que con relación a la tecnología, y ahora nosotros con relación a la elección de los trabajadores por factores sólo relacionados con la oferta y la demanda, nos encontraríamos con posicionamientos que están ampliamente superados por los derechos que todos los ciudadanos/as tenemos en relación al trabajo, y de los cuales se han dotado en la actualidad todos y cada uno de los países democráticos.




    La ideología, la posición social y las relaciones con las demás personas que componemos estas sociedades, de las personas que deciden respecto al mercado de trabajo, están o deberían estar sometidas al imperio de la ley y de los derechos humanos, y no sólo a factores de producción; no obstante, y si el factor de producción se adecúa única y exclusivamente a factores como la oferta y demanda, que no separen de la consecución de esos objetivos, estereotipos respecto a la capacidad o no de personas, personas a las que ni siquiera se les da la oportunidad de demostrar de lo que son capaces en relación al mercado de trabajo.




    Siguiendo a Fina Sanglas, y en lo que respecta a un enfoque alternativo a esta concepción teórica en la que dice que la relación mercantil es sobre todo una relación social entre el empleador y su empleado, así como entre los diferentes empleados, la existencia de dichas relaciones es lo que diferencia y distingue el intercambio laboral de la compraventa de cualquier otro servicio. Lo que se contrata en el mercado laboral es la capacidad para trabajar del empleado, mientras que lo que realmente se necesita para llevar a cabo la producción es el trabajo efectivo realizado por el individuo.




    Es este último factor uno de los más importantes cuando defendemos la plena integración de las personas con discapacidad, defensa que se realiza, en este caso, de integración no discriminada, todo lo contrario, basada según nuestra defensa en criterios objetivos, que tienen que ver con la capacidad de producción y el trabajo efectivo que realizan si se les da esa posibilidad. Nos encontraríamos, si esto fuera así, con personas con discapacidad, que por decisión propia y referida a factores individuales no se integrarían en el mercado laboral, y de otros que tendrían la posibilidad de sentirse individuos con los mismos derechos que sus conciudadanos y se integrarían con las mismas posibilidades de adecuarse, si las elecciones de medios y fines, que con respecto a ellos se toman, se ajustan a sus perfiles socio profesionales.




    En el sector público ha predominado históricamente la pauta de exclusión de las personas con discapacidad. En nuestro país se ha venido manteniendo como requisito de admisión para los aspirantes a funcionarios un criterio razonable15 : “No padecer enfermedad o defecto físico que impida el desempeño de las correspondientes funciones” (Art. 24.3 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, articulada por Decreto 315/64, de 7 de febrero). Cabe suponer que estas medidas de exclusión obedecieron en muchos casos a la identificación o confusión entre la deficiencia y la discapacidad –se da por sentado que ciertas limitaciones físicas o psíquicas conllevan necesariamente determinadas mermas funcionales–. No hay que descartar que tales exclusiones se inspiren en el celo por las imágenes corporativas.




    En el plano internacional, y en nuestro país, se está produciendo un esfuerzo sostenido en la dirección de la integración laboral de las personas con discapacidad, se han arbitrado cuatro fórmulas principales como son:




    

      	Empleo normalizado.




      	Empleo reservado.




      	Enclaves.




      	Empleo especial.


    




    En la Conferencia Internacional del Trabajo, celebrada en junio de 1983, en el Convenio nº 159 sobre readaptación profesional y empleo de personas inválidas, y que fue complementado por la Recomendación nº 168, se refleja que “la finalidad de la readaptación profesional es la de permitir que la persona inválida obtenga y conserve un empleo adecuado y progrese en el mismo, y que se promueva así la integración o la reintegración de esta personas en la sociedad”. Diferentes medidas y recomendaciones en el mismo sentido ha tenido la Unión Europea en materia de integración laboral de las personas con discapacidad.




    Entre las medidas de fomento de empleo, además de las medidas coactivas (cuotas), las legislaciones nacionales han establecido una serie de medidas dirigidas a fomentar el empleo de trabajadores con discapacidad. Entre las diversas modalidades en las que se concretan estas medidas16, una de las más usuales es la concesión de subvenciones destinadas a facilitar la integración en el medio ordinario de trabajo. Estas subvenciones, aparte de concederse por la propia contratación (España), se dirigen a muy diversos fines, como son el acondicionamiento del lugar de trabajo (Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Reino Unido); la adaptación del puesto de trabajo (así, Bélgica, donde se financia la diferenciación de coste entre el equipamiento estándar y el adaptado; Dinamarca, España, Francia, Grecia, Luxemburgo, Portugal, Reino Unido); la dotación de medios de protección personas (España); la financiación del salario, bien totalmente o de forma parcial (Alemania, Bélgica, Dinamarca, Grecia, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Reino Unido, Suecia); la adquisición de instrumentos (Bélgica, Dinamarca) o de ropa de trabajo (Bélgica); el desplazamiento hasta y desde el lugar de trabajo (Alemania, Bélgica, Francia, Irlanda, Reino Unido); los servicios de un asistente personal (Bélgica, Dinamarca, Finlandia, Países Bajos, Reino Unido); y la financiación de las cargas sociales (Bélgica).




    Persisten otras diferentes medidas de ayuda para la integración laboral del colectivo con discapacidad, como son: autorización al empresario para abonar un salario menor al establecido, en proporción al menor rendimiento, garantizándosele al trabajador un determinado nivel de ingresos.




    Otra medida que se toma es la de primar a las empresas que sobrepasen el cupo de empleo establecido por Ley. Potenciación del establecimiento de las personas con discapacidad como trabajadores autónomos, por medio de subvenciones, préstamos, garantía de préstamos, créditos preferentes, financiación de intereses de préstamos, exenciones o bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social, la capitalización de la prestación por desempleo, contratos de aprendizaje y de rehabilitación profesional, contratos de formación o rehabilitación profesional de personas con discapacidad en empresas, y el empleo protegido –en este caso, las personas que desarrollan actividades en ellos tienen estatus de trabajadores, es decir, está regulado como relación laboral de carácter especial–.




    Las personas con discapacidad, hombres y mujeres, para poder alcanzar la estima de la sociedad en la que viven, y asimismo la confirmación a todos los esfuerzos realizados para alcanzar su valía personal, necesitan del mercado laboral para confirmar lo anterior y lograr la total y adecuada integración social. Tarea ésta en la que actualmente no están solas, se realizan esfuerzos por parte de los estamentos públicos, organizaciones propias y ajenas, empresas y empresarios, y esperemos que con una adecuada información a la sociedad nos incorporemos dentro de poco tiempo el resto de los ciudadanos.




    Es por esto necesario que, para una adecuada integración del colectivo con discapacidad, y para una ajustada normalización de la vida de millones de personas, debemos dotar a la sociedad en su conjunto, y a los agentes sociales en particular, de los conocimientos necesarios para que puedan desde sus respectivos puestos en las estructuras sociales elaborar medidas que ajusten de forma eficaz los diferentes perfiles de las personas con discapacidad a los medios de producción.




    Se hace necesaria, como estamos diciendo de forma constante, la adecuada integración del colectivo en el mercado laboral, pero no a costa de la producción. Se puede y se debe incluso con los mecanismos y recursos existentes de ayuda al empleo, por medio de talleres ocupacionales, centros especiales de empleo, etc., y los que se puedan ir desarrollando a lo largo del tiempo por medio de la experiencia y evaluación de resultados, desarrollar perfiles ajustados a los recursos y las personas, para así no utilizar a estos, como “aparcapersonas”.




    Se hace necesario, para sentirse personas libres e iguales al resto de los ciudadanos que comparten con ellos cultura y sociedad, que el mercado laboral ajuste sus necesidades a los perfiles de las personas con discapacidad. No nos podemos permitir perder más capacidad productiva y capital humano capaz en el momento actual, y del mismo modo se debe aprovechar toda la inversión que entre todos, por medio de los estamentos públicos, estamos haciendo para la plena integración de todos y todas en la sociedad en la que compartimos historia, vida y destino.




    En lo referente a los prejuicios sociales de los empleadores, en líneas generales podemos afirmar que el empresariado sigue siendo muy sexista. Las mujeres tienen más trabas a la hora de acceder a un puesto de trabajo y ascender profesionalmente. En esto las mujeres con discapacidad no son una excepción; tanto es así que, del total de personas con discapacidad contratadas, únicamente el 35-40% se corresponde con inserción femenina.




    Otro hecho a tener en cuenta es que, para determinados puestos de trabajo, aspectos como la imagen física desempeña un importante papel en el momento de la contratación, tanto para hombres como para mujeres, pero que en el caso de la discapacidad pueden resultar más evidentes e influir negativamente en una posible contratación de mujeres con discapacidad.




    Los trabajos ofertados a las personas con discapacidad suelen caracterizarse por exigir gran esfuerzo físico (carga y descarga) o por ser infravalorados socialmente (barrenderos, por ejemplo), adaptándose mejor a este perfil el hombre.




    En cuanto al análisis efectuado sobre la influencia del entorno comunitario, se puede afirmar que en el hábitat rural existen algunas trabas añadidas como la disposición de menos información, escasez de servicios de orientación e intermediación laboral, bajo desarrollo industrial y un mayor arraigo de los roles sociales que tradicionalmente se han atribuido a la mujer. Sin embargo, las posibilidades de encontrar un empleo de menor cualificación o participar, por ejemplo, en los negocios familiares son mayores. Por ello, quizá, el entorno rural abre más posibilidades laborales para personas de baja formación o para personas con determinadas discapacidades intelectuales.




    
7. ASISTENTE PERSONAL




    Definiciones según la ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia.




    En la presente ley nos encontramos con definiciones que resumen y aportan una visión de conjunto al objeto a tratar la dependencia y que se desarrollan mediante conceptos amplios como a continuación se detallan:




    

      	Autonomía: La capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones personales acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias así como de desarrollar las actividades básicas de la vida diaria.




      	Cuidados no profesionales: La atención prestada a personas en situación de dependencia en su domicilio, por personas de la familia o de su entorno, no vinculadas a un servicio de atención profesionalizada.




      	Cuidados profesionales: Los prestados por una institución pública o entidad, con y sin ánimo de lucro, o profesionales autónomos entre cuyas finalidades se encuentre la prestación de servicios a personas en situación de dependencia, ya sean en su hogar o en un centro.




      	Asistencia personal: Servicio prestado por un asistente personal que realiza o colabora en tareas de la vida cotidiana de una persona en situación de dependencia, de cara a fomentar su vida independiente, promoviendo y potenciando su autonomía personal.




      	Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física, mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria o, en el caso de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos para su autonomía personal.


    




    Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): Las tareas más elementales de la persona que le permiten desenvolverse con un mínimo de autonomía e independencia, tales como el cuidado personal, las actividades domésticas básicas, la movilidad esencial, reconocer personas y objetos, orientarse, entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas.




    Necesidades de apoyo para la autonomía personal: Las que requieren las personas que tienen discapacidad intelectual o mental para hacer efectivo un grado satisfactorio de autonomía personal en el seno de la comunidad.




    Tercer sector: Organizaciones de carácter privado surgidas de la iniciativa ciudadana o social, bajo diferentes modalidades, que responden a criterios de solidaridad con fines de interés general y ausencia de ánimo de lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los derechos sociales.




    Si no se garantiza un entorno accesible o se adoptan ajustes razonables, la libertad y la seguridad de las personas con discapacidad puede verse comprometida. Así, las personas con discapacidad muy a menudo se ven forzadas a vivir en residencias o instituciones estatales sin que se cuente si el internamiento afecta a la libertad de la persona, o si dicho internamiento se ha producido con la libre elección de la persona afectada y sin contar con sus necesidades particulares.




    Un ejemplo de esto último se produce en uno de los casos de una persona con parálisis cerebral que participaba en una de las investigaciones anteriormente realizadas, que al ser conminada a la inserción laboral pese a las dificultades y después de haber realizado dos licenciaturas, comenta: “Deja de preocuparte por mi integración laboral y preocúpate de que cuando mi madre fallezca no me internen de por vida en una residencia. Esfuérzate por conseguirme un piso tutelado, o incluso que el mío lo pueda utilizar como tal, y en el que pueda vivir con personas que como yo sufren alguna discapacidad y con las que podamos compartir monitores y asistente personal, piso que se encuentre en el medio habitual de residencia de todos nosotros/as”.
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